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3. 	 SITUACIONES PARTICULARES DE AFECTACIÓN A LOS DERECHOS 
DEL NIÑO Y LA NIÑA

Un aspecto interesante es la forma en que la jurisprudencia trata algunas de las situaciones en que se encuentran 
niños/as, lo que también determina el alcance de la protección de derechos. En estos casos, se une las condiciones 
particulares del titular de derecho y su contexto. Son tres las más relevantes: migración, conflictos armados y  
niños/as privados de libertad.

3.1. 	Niños y niñas en situación de Migración

Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana. Sentencia de 8 de septiembre de 2005.

152. 	 Respecto de la excepción relacionada con los extranjeros que se encuentran en tránsito, tanto la Comisión 
como los representantes alegaron que las autoridades del Estado habrían tomado la posición, y la habrían hecho 
efectiva en la práctica, de que los niños nacidos en la República Dominicana de ascendencia haitiana, como 
lo son las niñas Dilcia y Violeta, no serían nacionales dominicanos, debido a que sus padres son trabajadores 
haitianos migratorios y son considerados en tránsito. 

156. 	 De acuerdo con lo señalado, y en consideración del derecho a la nacionalidad de los hijos de personas migrantes 
en la República Dominicana en relación con la norma constitucional pertinente y los principios internacionales 
de protección de los migrantes, la Corte considera que: 

a) el estatus migratorio de una persona no puede ser condición para el otorgamiento de la 
nacionalidad por el Estado, ya que su calidad migratoria no puede constituir, de ninguna forma, 
una justificación para privarla del derecho a la nacionalidad ni del goce y ejercicio de sus derechos; 
b) el estatus migratorio de una persona no se trasmite a sus hijos, y 
c) la condición del nacimiento en el territorio del Estado es la única a ser demostrada para la 
adquisición de la nacionalidad, en lo que se refiere a personas que no tendrían derecho a otra 
nacionalidad, si no adquieren la del Estado en donde nacieron.

158. 	 Este Tribunal considera que no cabría bajo ninguna circunstancia que el Estado hubiese aplicado a las niñas 
Yean y Bosico la excepción referente a los hijos de una persona en tránsito, ya que las madres de las presuntas 
víctimas son dominicanas y las niñas nacieron en la República Dominicana, esta última siendo la condición 
establecida en el artículo 11 de la Constitución para el otorgamiento de la nacionalidad dominicana

166. 	 La Corte considera que al haber aplicado a las niñas, para obtener la nacionalidad, otros requisitos distintos a 
los exigidos para los menores de 13 años de edad, el Estado actuó de forma arbitraria, sin criterios razonables 
u objetivos, y de forma contraria al interés superior del niño, lo que constituyó un tratamiento discriminatorio 
en perjuicio de las niñas Dilcia Yean y Violeta Bosico. Esa condición determinó que ellas estuviesen al margen 
del ordenamiento jurídico del Estado y fuesen mantenidas como apátridas, lo que las colocó en una situación 
de extrema vulnerabilidad, en cuanto al ejercicio y goce de sus derechos. 

Opinión Consultiva OC-21/14. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en 
necesidad de protección internacional. Resolución de 19 de agosto de 2014.

66.	 La tercera disposición que, en términos generales, inspira a esta Opinión Consultiva es el artículo 19 de la 
Convención, que al igual que el artículo VII de la Declaración, se refiere a la obligación de adoptar medidas 
de protección a favor de toda niña o niño en virtud de su condición de tal, la cual irradia sus efectos en la 
interpretación de todos los demás derechos cuando el caso se refiera a menores de edad. El Tribunal entiende 
que la debida protección de los derechos de las niñas y niños, en su calidad de sujetos de derechos, debe tomar en 
consideración sus características propias y la necesidad de propiciar su desarrollo, ofreciéndoles las condiciones 
necesarias para que vivan y desarrollen sus aptitudes con pleno aprovechamiento de sus potencialidades. Sobre 
el particular, es procedente por de pronto resaltar que dichas normas son de las pocas que se contemplan sobre 
la base o en consideración de la condición particular o peculiar del beneficiario. En este sentido, las niñas y 
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niños ejercen por sí mismos sus derechos de manera progresiva, a medida que desarrollan un mayor nivel de 
autonomía personal. Por tal motivo, entonces, dispone que las pertinentes medidas de protección a favor de las 
niñas o niños sean especiales o más específicas que las que se decretan para el resto de las personas, es decir, los 
adultos. Téngase presente a este respecto, que la Corte ha señalado que las niñas y niños gozan de los mismos 
derechos que los adultos y, además, poseen derechos adicionales y que, por tanto, el artículo 19 “debe entenderse 
como un derecho adicional, complementario, que el tratado establece para seres que por su desarrollo físico y 
emocional necesitan de protección especial”120. En tal orden de ideas, la Convención y la Declaración consagran 
un trato preferente a las niñas o niños en razón precisamente de su peculiar vulnerabilidad y, de esa forma, 
procuran proporcionarles el instrumento adecuado para que se logre la efectiva igualdad ante la ley de que 
gozan los adultos por su condición de tales.

67.	 Pero, además, la indicada norma es también prácticamente la única que, en la Convención, consagra una 
obligación no solo para el Estado, sino también para la sociedad y la familia. Obviamente, es en cuanto a estas 
últimas que el Estado tiene el deber de hacer que ellas adopten las medidas de protección que toda niña y niño 
requiera de su parte. En este sentido, el derecho de las niñas o niños a que se adopten las citadas medidas de 
protección es contemplado en términos más amplios que los otros derechos reconocidos en la Convención, 
puesto que en este caso no se trata únicamente que el Estado, adoptando las medidas pertinentes, respete un 
derecho humano o que lo haga respetar en su territorio y por todas las personas sujetas a su jurisdicción, sino 
que también las correspondientes familia y sociedad, por su parte, las adopten. Así, las medidas de protección 
que la niña o el niño requiera por su condición de tal y sean adoptadas por el Estado, pueden ser, por sí solas, 
insuficientes y deban, en consecuencia, ser complementarias a las que deban adoptar la sociedad y la familia. 
En esa perspectiva, el estatuto de la niña o del niño no se limita al ámbito de su relación con el Estado sino que 
se extiende a la que tenga o deba tener con su familia y la sociedad toda, relaciones estas últimas que el Estado 
debe, por su parte, posibilitar y garantizar y, en el caso de la niña o niño migrante, asegurarse de que los adultos 
no lo utilicen para sus propios fines migratorios y que, si ello, pese a todo, aconteciere, en definitiva no resulte 
perjudicado.

68.	 Por todo lo expuesto, la Corte es de la opinión que, al diseñar, adoptar e implementar sus políticas migratorias 
relativas a personas menores de 18 años de edad, los Estados deben priorizar el enfoque de los derechos 
humanos desde una perspectiva que tenga en cuenta en forma transversal los derechos de niñas y niños y, en 
particular, su protección y desarrollo integral, los cuales deben primar por sobre cualquier consideración de la 
nacionalidad o el estatus migratorio, a fin de asegurar la plena vigencia de sus derechos, en los términos de los 
artículos 1.1, 2 y 19 de la Convención Americana y VII de la Declaración Americana. (NdelE: el destacado no 
es del texto original)

69.	 Cuando se trata de la protección de los derechos de niñas y niños y de la adopción de medidas para lograr 
dicha protección, los siguientes cuatro principios rectores de la Convención sobre los Derechos del Niño 
deben inspirar de forma transversal e implementarse en todo sistema de protección integral: el principio de 
no discriminación, el principio del interés superior de la niña o del niño, el principio de respeto al derecho 
a la vida, la supervivencia y el desarrollo, y el principio de respeto a la opinión de la niña o del niño en todo 
procedimiento que lo afecte, de modo que se garantice su participación. Al interpretar las disposiciones traídas 
a consulta, la Corte también dará aplicación concreta a estos principios rectores en lo que resulte pertinente 
para responder cada pregunta e identificar las medidas especiales que son requeridas para dotar de efectividad 
a los derechos de niñas y niños. (NdelE: el destacado no es del texto original)

70.	 Por de pronto, es necesario recordar que el principio de interés superior implica, como criterio rector, tanto su 
consideración primordial en el diseño de las políticas públicas y en la elaboración de normativa concerniente 
a la infancia, como su aplicación en todos los órdenes relativos a la vida de la niña o del niño. En el contexto 
de la migración, cualquier política migratoria respetuosa de los derechos humanos, así como toda decisión 
administrativa o judicial relativa tanto a la entrada, permanencia o expulsión de una niña o de un niño, como 
a la detención, expulsión o deportación de sus progenitores asociada a su propia situación migratoria, debe 
evaluar, determinar, considerar y proteger de forma primordial el interés superior de la niña o del niño afectado. 
En estrecha conexión con lo anterior, destaca la obligación de respetar plenamente el derecho de la niña o del 
niño a ser oído sobre todos los aspectos relativos a los procedimientos de migración y asilo y que sus opiniones 
sean debidamente tenidas en cuenta.

71.	 Ahora bien, la Corte considera que es preciso evaluar no sólo el requerimiento de medidas especiales en los 
términos expuestos anteriormente, sino también ponderar factores personales, como por ejemplo el hecho 

120	 Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 147, y Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 142.
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de pertenecer a un grupo étnico minoritario, ser una persona con discapacidad o vivir con el VIH/SIDA, así 
como las características particulares de la situación en la que se halla la niña o el niño, tales como ser víctima de 
trata, encontrarse separado o no acompañado, para determinar la necesidad de medidas positivas adicionales 
y específicas. Por consiguiente, en aplicación del principio del efecto útil y de las necesidades de protección en 
casos de personas y grupos en situación de vulnerabilidad, la Corte también pondrá especial énfasis en aquellas 
condiciones y circunstancias en que las niñas y los niños en el contexto de la migración pueden encontrarse 
en una situación de vulnerabilidad adicional que conlleve un riesgo agravado de vulneración de sus derechos, 
a fin de que los Estados adopten medidas para prevenir y revertir este tipo de situaciones en forma prioritaria, 
así como para asegurar que todas las niñas y los niños, sin excepciones, puedan gozar y ejercer plenamente sus 
derechos en condiciones de igualdad. (NdelE: el destacado no es del texto original)

73.	 La Corte ha reconocido previamente que, tanto la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su 
artículo 22.7 como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en su artículo XXVII, han 
cristalizado el derecho subjetivo de todas las personas, incluidas las niñas y los niños, a buscar y recibir asilo 
superando el entendimiento histórico de esta institución como una “mera prerrogativa estatal” bajo las diversas 
convenciones interamericanas sobre asilo.

80.	 Ahora bien, es necesario reconocer que los elementos de la definición de refugiado fueron tradicionalmente 
interpretados a partir de las experiencias de personas adultas o mayores de 18 años. Por ende, dado que las 
niñas y los niños son titulares del derecho a solicitar y recibir asilo y pueden, consecuentemente, presentar 
solicitudes de reconocimiento de la condición de refugiados en calidad propia, se encuentren acompañados o 
no, debe darse a los elementos de la definición una interpretación que tenga en cuenta las formas particulares 
en que puede manifestarse la persecución de niñas y niños, tales como el reclutamiento, la trata y la mutilación 
genital femenina, así como el modo en que éstos pueden experimentar estas situaciones. En este sentido, el 
Comité de los Derechos del Niño ha resaltado la necesidad de que la definición de refugiado se interprete 
también a la luz de la edad y del género. Por otra parte, junto con las referidas causas tradicionales de refugio, 
resulta pertinente alertar sobre los nuevos factores que llevan a las personas y, en particular a las niñas y niños, 
a desplazarse forzadamente de sus países de origen, entre los cuales destaca el crimen organizado transnacional 
y la violencia asociada a la actuación de grupos no estatales.

81.	 Este derecho a buscar y recibir asilo comporta, en los términos de los artículos 1.1 y 2 de la Convención 
Americana, determinados deberes específicos por parte del Estado receptor, los cuales incluyen: (i) permitir 
que la niña o el niño pueda peticionar el asilo o el estatuto de refugiado, razón por la cual no pueden ser 
rechazados en la frontera sin un análisis adecuado e individualizado de sus peticiones con las debidas garantías 
mediante el procedimiento respectivo; (ii) no devolver a la niña o al niño a un país en el cual puede sufrir riesgo 
de ser afectada su vida, libertad, seguridad o integridad, o a un tercer país desde el cual pueda ulteriormente 
ser devuelto al Estado donde sufre dicho riesgo; y (iii) otorgar la protección internacional cuando la niña o 
el niño califique para ello y beneficiar con ese reconocimiento a otros miembros de la familia, en atención al 
principio de unidad familiar. Todo lo anterior conlleva, tal como ha resaltado previamente este Tribunal, el 
correspondiente derecho de los solicitantes de asilo a que se asegure una correcta evaluación por las autoridades 
nacionales de las solicitudes y del riesgo que pueda sufrir en caso de devolución al país de origen.

82.	 Por consiguiente, a raíz del abanico de situaciones que pueden llevar a que una niña o un niño se desplace de 
su país de origen […], resulta relevante diferenciar entre aquellos que migran en búsqueda de oportunidades 
para mejorar su nivel de vida, de quienes requieren de algún tipo de protección internacional, incluyendo 
pero no limitada a la protección de refugiados y solicitantes de asilo […]. Es por ello que, para cumplir con los 
compromisos internacionales, los Estados se encuentran obligados a identificar a las niñas y niños extranjeros 
que requieren de protección internacional dentro de sus jurisdicciones, ya sea como refugiado o de algún otro 
tipo, a través de una evaluación inicial con garantías de seguridad y privacidad, con el fin de proporcionarles 
el tratamiento adecuado e individualizado que sea necesario mediante la adopción de medidas de protección 
especial. La Corte considera que el establecimiento de procedimientos de identificación de necesidades de 
protección es una obligación positiva de los Estados y el no instituirlos constituiría una falta de debida diligencia.

83.	 La Corte considera que, en virtud de las normas internacionales invocadas, incluyendo en especial los artículos 
19 de la Convención y VII de la Declaración, las autoridades fronterizas no deben impedir el ingreso de niñas 
y niños extranjeros al territorio nacional, aún cuando se encuentren solos, no deben exigirles documentación 
que no pueden tener y deben proceder a dirigirlos de inmediato a personal que pueda evaluar sus necesidades 
de protección, desde un enfoque en el cual prevalezca su condición de niñas y niños. En esta línea, resulta 
indispensable que los Estados permitan el acceso de la niña o niño al territorio como condición previa para 
llevar a cabo el procedimiento de evaluación inicial. Asimismo, la Corte es de la opinión que la creación de 
una base de datos con el registro de las niñas y los niños que ingresen al país es necesaria para una protección 
adecuada de sus derechos.
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84.	 La Corte considera que el procedimiento de evaluación inicial debería contar con mecanismos efectivos, cuyo 
objetivo sea obtener información tras la llegada de la niña o niño al lugar, puesto o puerto de entrada o tan 
pronto como las autoridades tomen conocimiento de su presencia en el país, para determinar su identidad, y 
de ser posible, la de sus padres y hermanos, a fin de transmitirla a las entidades estatales encargadas de evaluar 
y brindar las medidas de protección, de conformidad con el principio del interés superior de la niña o del niño. 
En esta línea, el Comité de los Derechos del Niño ha especificado que “[l]a determinación del interés superior 
del niño exige una evaluación clara y a fondo de la identidad de éste y, en particular, de su nacionalidad, 
crianza, antecedentes étnicos, culturales y lingüísticos, así como las vulnerabilidades y necesidades especiales 
de protección”121. La obtención de dicha información se debe realizar mediante un procedimiento que tome en 
cuenta la diferenciación de niñas y niños con adultos y el tratamiento sea acorde a la situación.

85.	 Este procedimiento de evaluación inicial debe efectuarse en un ambiente amigable y que otorgue garantías de 
seguridad y privacidad, así como encontrarse a cargo de profesionales competentes formados en técnicas de 
entrevistas que tengan en cuenta la edad y el género. Además, los Estados deben tomar en cuenta las garantías 
procedimentales mínimas acordes a los principios de interés superior de la niña o del niño y su protección 
integral, los cuales incluyen, pero no están limitadas a las siguientes: que la entrevista se realice en un idioma 
que la niña o el niño pueda comprender; que sea centrado en las niñas y niños, sensible al género, y asegure su 
participación; que el análisis tome en cuenta la seguridad y la posible reunificación familiar; que reconozca la 
cultura de la niña o niño y considere su rechazo a pronunciarse en presencia de adultos o familiares; que provea 
de un intérprete en caso de ser necesario; que cuente con personal altamente calificado para tratar con niñas 
y niños y facilidades adecuadas; que provea asesoría legal en caso de ser requerida; que brinde información 
clara y entendible sobre los derechos y obligaciones que tiene la niña o el niño y sobre la continuación del 
procedimiento.

86.	 Al ser una etapa inicial de identificación y evaluación, la Corte considera que el mecanismo procedimental que 
los Estados adopten, aparte de ofrecer ciertas garantías mínimas, debe tener como meta, acorde a la práctica 
generalmente seguida, los siguientes objetivos prioritarios básicos: (i) tratamiento acorde a su condición de 
niña o niño y, en caso de duda sobre la edad, evaluación y determinación de la misma; (ii) determinación de si 
se trata de una niña o un niño no acompañado o separado; (iii) determinación de la nacionalidad de la niña o 
del niño o, en su caso, de su condición de apátrida; (iv) obtención de información sobre los motivos de su salida 
del país de origen, de su separación familiar si es el caso, de sus vulnerabilidades y cualquier otro elemento 
que evidencie o niegue su necesidad de algún tipo de protección internacional; y (v) adopción, en caso de 
ser necesario y pertinente de acuerdo con el interés superior de la niña o del niño, de medidas de protección 
especial. Estos datos deberían recabarse en la entrevista inicial y registrarse adecuadamente, de modo tal que se 
asegure la confidencialidad de la información.

88.	 La verificación de la edad de una persona es una cuestión crucial, toda vez que la determinación de que se 
trata de una persona menor de 18 años exige que el tratamiento otorgado por el Estado deba ser prioritario, 
diferenciado y de forma excluyente acorde a dicha condición. En caso de que haya dudas acerca de la edad, 
se procederá a determinar la misma con base no sólo en la apariencia física, sino también en la madurez 
psicológica del individuo y, en su caso, deberá realizarse una evaluación con criterios científicos, de forma 
segura, respetando la dignidad humana, que sea culturalmente apropiada y con consideraciones de género. 
Cuando no sea posible llegar a una determinación certera de la edad, debe considerarse que se trata de una niña 
o niño y brindarle un tratamiento acorde, esto es, el Estado debe otorgar “al individuo el beneficio de la duda, 
de manera que, en la hipótesis de que se trate de un menor, se lo trate como tal”122.

89.	 La determinación temprana de la situación de una niña o un niño no acompañado o separado de su familia […] 
debe realizarse con carácter preferente, dada su especial vulnerabilidad bajo dichas circunstancias, lo que tiene 
como consecuencia que el Estado deba actuar con un mayor escrutinio y rijan algunas garantías diferenciadas, 
como será desarrollado en los capítulos subsiguientes. De igual forma, resulta pertinente que consten las razones 
por las que se encuentra separado de su familia o no acompañado.

90.	 En este sentido, la Corte resalta que la situación de niña o niño no acompañado o separado los expone a “diversos 
riesgos que afectan a la vida, supervivencia y desarrollo, [como] por ejemplo, la trata dirigida a la explotación 
sexual o de otra índole o la participación en actividades delictivas de las que puede resultar perjuicio para 

121	 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 6: Trato de los menores no acompañados y separados de su familia fuera de su país de origen, 
[…], párr. 20.

122	 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 6: Trato de los menores no acompañados y separados de su familia fuera de su país de origen, 
[…], párr. 31.
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el menor o, en casos extremos, la muerte”123, especialmente en aquellos países o regiones con presencia del  
crimen organizado.

91.	 En particular, las niñas o niños no acompañados o separados de su familia que se encuentran fuera de su 
país de origen son particularmente vulnerables a la trata infantil, a la explotación y los malos tratos. La Corte 
reconoce que las niñas pueden ser aún más vulnerables a ser víctimas de trata, en especial para la explotación 
sexual y laboral. Por esta razón, resulta esencial que los Estados adopten todas aquellas medidas necesarias 
para prevenir y combatir la trata de personas, entre las que destacan todas aquellas medidas de investigación, 
protección para las víctimas y campañas de información y difusión.

92.	 Específicamente, los Estados tienen la obligación de adoptar determinadas medidas de control de frontera con 
el objeto de prevenir, detectar y perseguir cualquier tipo de trata de seres humanos. Para ello, deben disponer 
de funcionarios especializados encargados de identificar a todas aquellas víctimas de la trata de seres humanos, 
prestando especial atención a las que sean mujeres, niñas o niños. A tal fin, resulta esencial que se tome la 
declaración de la víctima con el objeto de establecer su identidad y de determinar las causas que le obligaron 
a salir de su país de origen, tomando en cuenta que las víctimas o víctimas potenciales de trata de personas 
pueden ser refugiadas en caso de reunir los elementos para ello. Para asegurar un trato adecuado a las víctimas 
o víctimas potenciales de trata infantil, los Estados deben otorgar las debidas capacitaciones a los funcionarios 
que actúan en frontera, sobre todo en materia de trata infantil, con el objeto de poder brindar a la niña o al niño 
un asesoramiento eficaz y una asistencia integral.

93.	 En los casos de niñas y niños que se encuentren acompañados de adultos, la autoridad fronteriza u otra debe 
asegurarse que aquellos conozcan a sus acompañantes para evitar casos de trata y explotación. Esto no conlleva, 
de modo alguno, a que todo caso en que una niña o niño se haya movilizado en forma independiente y se 
encuentre acompañado de un adulto que no sea familiar deba automáticamente ser considerado un caso de 
trata por las autoridades correspondientes y devuelto a su país de origen. Al respecto, se exige la más estricta 
diligencia por parte de las autoridades fronterizas para identificar las diferentes situaciones que requieren de 
una actuación oportuna, adecuada y justa.

98.	 En caso de identificarse necesidad de protección internacional, al constatarse los elementos de inclusión para 
la determinación de la condición de refugiado, es obligación del Estado explicar en un lenguaje comprensible 
a la niña o niño su derecho a solicitar y recibir asilo conforme el artículo 22.7 de la Convención Americana y 
XXVII de la Declaración Americana y referirlo a la entidad encargada del mismo, sea una entidad estatal o un 
organismo internacional como el ACNUR. Al respecto, la Corte ha interpretado previamente que el derecho 
de buscar y recibir asilo, leído en conjunto con los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, garantiza el 
acceso efectivo a un procedimiento justo y eficiente para determinar la condición de refugiado, de modo tal que 
la persona solicitante del estatuto de refugiado sea oída por el Estado al que se solicita, con las debidas garantías 
mediante el procedimiento respectivo […].

99.	 La Corte reconoce que también pueden existir casos de afluencia masiva. En este supuesto, los Estados podrán 
proceder a realizar una evaluación inicial con base en el relato de una de las personas del grupo y, en caso de 
determinar que del mismo surgen factores que reflejan necesidad de protección internacional, otorgar la misma 
con base en el reconocimiento grupal, colectivo o prima facie […]

100.	 Los Estados también se encuentran en la obligación de realizar una identificación temprana de niñas y niños 
que huyen por temor al reclutamiento forzoso, ya sea por las partes en un conflicto armado o por estructuras 
del crimen organizado, para así poder esclarecer si su caso amerita la solicitud de asilo o requiere de protección 
complementaria.

101.	 Ahora bien, la Corte reconoce que no todos los casos de niñas y niños migrantes llegan al nivel de requerir 
protección internacional en los términos de los párrafos anteriores. Sin embargo, pueden presentarse situaciones 
de afectación de derechos de niñas y niños, que se encuentran protegidos internacionalmente, las cuales provocan 
el desplazamiento del país de origen. Es por ello que se hace necesario recabar información sobre factores 
personales, tales como la historia personal y su condición de salud, física y psicológica, así como el entorno 
ambiental en que se desarrolló la migración, para determinar la situación concreta de riesgo de vulneración 
de derechos en su país de origen, de tránsito o en el receptor que amerite una protección complementaria o 
evidencie otras necesidades de protección o asistencia humanitaria, como las que provienen de la tortura, la 
violencia, la trata o experiencias traumáticas.

123	 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 6: Trato de los menores no acompañados y separados de su familia fuera de su país de origen, 
[…], párr. 23.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/eUaezM



72

NIÑOS y NIÑAS

102.	 Al evaluar las necesidades de protección internacional es necesario recordar que, “si bien tanto las niñas 
como los niños hacen frente a muchos de los mismos riesgos que requieren protección, también pueden verse 
expuestos a problemas de protección propios de su género”124, por lo que la información debe ser recabada 
y analizada tomando en cuenta la perspectiva de género. En este sentido, es necesario identificar los riesgos 
específicos de sufrir violaciones a sus derechos enfrentados por las niñas a raíz de su género, su posición cultural 
y socioeconómica y su condición jurídica.

104.	 En esta línea, resulta necesario que el Estado receptor de la niña o del niño evalúe, a través de procedimientos 
adecuados que permitan determinar de forma individualizada su interés superior en cada caso concreto, la 
necesidad y pertinencia de adoptar medidas de protección integral, incluyendo aquellas que propendan al 
acceso a la atención en salud, tanto física como psicosocial, que sea culturalmente adecuada y con consideración 
de las cuestiones de género; que brinden un nivel de vida acorde con su desarrollo físico, mental, espiritual y 
moral a través de la asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el 
vestuario y la vivienda; y aseguren un pleno acceso a la educación en condiciones de igualdad. Y, ciertamente, 
ésta y las demás obligaciones señaladas precedentemente, adquieren particular relevancia tratándose de niñas 
o niños migrantes afectados por alguna discapacidad física o mental que, consecuentemente, el Estado que los 
recibe debe prestarle particular atención y proceder a su respecto con la máxima diligencia.

105.	 En lo que se refiere a las niñas o niños en situación de no acompañados o separados de su familia, resulta 
indispensable que los Estados procuren la localización de los miembros de su familia, no sin antes verificar que 
estas medidas correspondan al interés superior de la niña o del niño y, si resulta posible y satisface el interés 
superior de la niña o del niño, procedan a su reunificación o reagrupación lo antes posible.

106.	 En cuanto a las niñas y niños víctimas o víctimas potenciales de trata, quienes se encuentran en una situación 
de extrema vulnerabilidad, los Estados tiene el deber de protegerles contra un nuevo riesgo de victimización y 
prestarles asistencia jurídica y médica, intentando, en la medida de lo posible, proteger la privacidad e identidad 
de la víctima. Asimismo, los Estados, en la medida de lo posible, deben considerar la posibilidad de cumplir 
con los anteriores propósitos a través del suministro de: a) un alojamiento adecuado; b) asesoramiento e 
información, en particular con respecto a sus derechos jurídicos, en un idioma que las víctimas de la trata de 
personas puedan comprender; c) asistencia médica, psicológica y material; y d) oportunidades de educación 
y/o capacitación. Adicionalmente, debido a la especial situación de vulnerabilidad de las víctimas de este delito, 
los Estados deben cuando proceda facilitar la obtención de un permiso para permanecer en su territorio, 
sobre todo en aquellos casos en los que su interés superior así lo aconseja o a los efectos de continuar con la 
investigación penal del perpetrador del delito.

107.	 Finalmente, la Corte considera crucial que los Estados definan de forma clara y dentro de su diseño institucional, 
la correspondiente asignación de funciones en el marco de las competencias que incumben a cada órgano 
estatal y, en caso que fuese necesario, adopten las medidas pertinentes para lograr una eficaz coordinación 
interinstitucional en la determinación y adopción de las medidas de protección especial que correspondan, 
dotando a las entidades competentes de recursos presupuestales adecuados y brindando la capacitación 
especializada a su personal.

246.	 Ahora bien, en virtud de la protección especial derivada de los artículos 19 de la Convención y VII de la 
Declaración, la Corte entiende que la obligación estatal de establecer y seguir procedimientos justos y eficientes 
para poder identificar a los potenciales solicitantes de asilo, y determinar la condición de refugiado a quienes 
satisfagan los requisitos para obtener la protección internacional, debe incorporar también los componentes y 
las garantías específicas desarrolladas a la luz de la protección integral debida a todas las niñas y niños. De este 
modo, los principios contenidos en la Convención sobre los Derechos del Niño deben orientar tanto los aspectos 
sustantivos como procedimentales de la determinación de la solicitud de la condición de refugiado de la niña 
o del niño. Así, cuando son solicitantes, las niñas y los niños deben gozar, además de las garantías generales 
en los términos de los artículos 8 y 25 la Convención Americana, de garantías procedimentales específicas 
y probatorias para garantizar su acceso a dicho procedimiento y que decisiones justas sean tomadas en la 
determinación de sus solicitudes para la condición de refugiado, lo cual requiere de un desarrollo e integración 
de procedimientos apropiados y seguros para las niñas y los niños, y un ambiente que les genere confianza en 
todas las etapas del proceso de asilo.

247.	 Para cerciorarse que los procedimientos para atender solicitudes de asilo o de reconocimiento de la condición 
de refugiado sean adecuados, los Estados deben aplicar a cabalidad los principios rectores […]. En especial, lo 
referente al interés superior de la niña o del niño, como consideración primordial en todas las acciones que los 

124	 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Comité Ejecutivo, Conclusión sobre los niños en situación de riesgo, UN Doc. 
107 (LVIII)-2007, publicada el 5 de octubre de 2007.
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afecten, y a su participación, que involucra el derecho de las niñas y los niños solicitantes de asilo y refugiados 
de gozar de la oportunidad de ser escuchados en todo procedimiento administrativo o judicial que los afecte. 
Sobre la relación significativa entre estos dos principios, la Corte ya ha resaltado que la misma “facilita el papel 
esencial de los niños en todas las decisiones que afecten su vida”125, incluyendo los procedimientos de asilo o 
para la determinación de la condición de refugiado. Además, es relevante referirse al contenido del artículo 
22 de la Convención sobre los Derechos del Niño, el cual reconoce el derecho a que los Estados aseguren que 
el niño que intente obtener el estatuto de refugiado, o que sea considerado refugiado de conformidad con el 
derecho y los procedimientos internacionales o internos aplicables, reciba la protección y asistencia necesaria 
para salvaguardar sus derechos.

248.	 Específicamente, el Comité Ejecutivo del ACNUR ha hecho hincapié en que la adaptación de dichos 
procedimientos a las necesidades específicas de la infancia incluya “los requisitos de prueba pertinentes, 
prioridad en la tramitación de las solicitudes de asilo de niños no acompañados o separados de su familia, 
representación letrada cualificada y gratuita o representación de otra índole para los niños no acompañados o 
separados de su familias, y […] la posibilidad de aplicar la Convención de 1951 teniendo en cuenta la edad y el 
género y reconociendo, a esos efectos, las manifestaciones y formas de persecución específicamente dirigidas 
contra los niños”126.

249.	 De este modo, es posible considerar que los artículos 19, 22.7 y 22.8 de la Convención Americana, VII y XXVII 
de la Declaración Americana, 22 de la Convención sobre los Derechos del Niño, así como la Convención 
de 1951, su Protocolo de 1967 y la definición regional de la Declaración de Cartagena, conforman el corpus 
iuris internacional para la protección de los derechos humanos de las niñas y los niños solicitantes de asilo y 
refugiados en el continente americano. Bajo el marco desarrollado, la Corte procederá a continuación a exponer 
los componentes esenciales que se derivan de la obligación estatal de establecer y seguir procedimientos justos 
y eficientes para poder identificar a los potenciales solicitantes de asilo y, en su caso, determinar la condición 
de refugiado a quienes satisfagan los requisitos para obtener este tipo de protección internacional teniendo 
en cuenta las formas particulares que puede adquirir la persecución de niñas y niños […], así como aquellos 
específicos que se requieren para asegurar un procedimiento accesible y adecuado para las niñas y niños.

250.	 En este sentido, cuando se identifica a una niña o un niño migrante como un potencial solicitante de asilo o 
de reconocimiento de la condición de refugiado, ésta o éste debe recibir la orientación necesaria en cuanto al 
procedimiento que ha de seguirse, en un lenguaje y modo que pueda comprender y, en su caso, se le debe dar la 
oportunidad de ponerse en contacto con un representante de ACNUR o la entidad que haga sus funciones en 
caso de no encontrarse en el país.

251.	 Del mismo modo, la Corte ha previamente señalado que integra la referida obligación el otorgamiento al 
solicitante de asilo de las facilidades necesarias, incluyendo los servicios de un intérprete competente, así como, 
en su caso, el acceso a asesoría y representación legal, tanto para someter su solicitud ante las autoridades como 
durante el trámite de la misma. En el caso de niñas y niños, la representación legal debe ser gratuita y contar 
con capacitación especializada. Al igual que en los procedimientos migratorios […], en caso que se trate de una 
niña o niño no acompañado o separado, deviene una obligación ineludible el nombramiento de un tutor que 
vele por el bienestar e interés superior de la niña o del niño.

252.	 Una vez que la niña o el niño es referido a la autoridad competente, la cual debe estar claramente identificada 
en el marco del procedimiento establecido, corresponde que la misma realice el examen de la solicitud con 
objetividad. A este efecto, constituye un requisito ineludible la realización de una entrevista personal a fin de 
que el solicitante exponga su caso, de modo tal que se garantice su derecho a ser oído. El derecho de las niñas 
y los niños a expresar sus opiniones y participar de una manera significativa es también importante en el 
contexto de los procedimientos de asilo o para la determinación de la condición de refugiado, cuyos alcances 
pueden depender de si la niña o el niño es solicitante o no, independientemente de que sea acompañado, no 
acompañado o separado de sus padres o de las personas encargadas de su cuidado. En los supuestos en que 
las niñas o los niños no pudieran dar una entrevista, corresponde atender a los métodos de comunicación no 
verbales que resulten más idóneos en cada caso concreto para dar cumplimiento al principio de participación.

253.	 Asimismo, la Corte considera que se cumple con lo dispuesto en los citados artículos 19 de la Convención y 
VII de la Declaración, cuando se sigue la práctica de otorgar una atención prioritaria para la entrevista a niñas 
y niños no acompañados, luego a los separados, después de estos a los acompañados de un solo progenitor 
y, finalmente, a los que vienen como parte de una familia, a fin de atender oportunamente y determinar la 
urgencia de la necesidad de protección.

125	 Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, párr. 220.
126	 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Comité Ejecutivo, Conclusión sobre los niños en situación de riesgo, UN Doc. 

107 (LVIII)-2007, publicada el 5 de octubre de 2007, párr. g).viii).
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254.	 La entrevista debe ser realizada en un lugar adecuado a las necesidades y seguridad de las niñas y niños, lo 
cual significa un espacio que no resulte amenazante, y por un profesional que cuente con una capacitación 
especializada. Al inicio de la entrevista la autoridad debe informar a la niña o niño lo que sucederá, procurando 
en todo momento evitar la incomodidad y resaltando que se trata de una entrevista confidencial. Al respecto, 
la Corte ya ha determinado que, con la finalidad de proteger los derechos de los solicitantes que puedan estar 
en riesgo, el procedimiento debe respetar en todas sus etapas la protección de los datos del solicitante y de la 
solicitud, así como el principio de confidencialidad.

255.	 La Corte estima que la entrevista no sólo constituye una forma de recabar información sobre la situación actual 
de la niña o niño solicitante y de obtener y comprobar todos los elementos de prueba accesibles, sino también 
permite identificar necesidades inmediatas de asistencia como ropa, comida e higiene, entre otras.

Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014.

357.	 La Corte encuentra necesario reiterar que en los procesos de expulsión en dónde se encuentren involucrados 
niñas y niños, el Estado debe observar además de las garantías señaladas anteriormente, otras cuyo objetivo sea 
la protección del interés superior de las niñas y niños, entendiendo que dicho interés se relaciona directamente 
con su derecho a la protección de la familia y, en particular, al disfrute de la vida de familia manteniendo 
la unidad familiar en la mayor medida posible. En este sentido, cualquier decisión de órgano judicial o 
administrativo que deba decidir acerca de la separación familiar, en razón de la condición migratoria de uno 
a ambos progenitores debe contemplar las circunstancias particulares del caso concreto, garantizando así una 
decisión individual,  debe perseguir un fin legítimo de acuerdo con la Convención, ser idónea, necesaria y 
proporcionada. En la consecución de ese fin, el Estado deberá analizar las circunstancias particulares de cada 
caso, referidas a: a) la historia inmigratoria, el lapso temporal de la estadía y la extensión de los lazos del 
progenitor y/o de su familia con el país receptor; b) la consideración sobre la nacionalidad, guarda y residencia 
de los hijos de la persona que se pretende deportar; c) el alcance de la afectación que genera la ruptura familiar 
debido a la expulsión, incluyendo las personas con quiénes vive la niña o el niño, así como el tiempo que la 
niña o el niño ha permanecido en esta unidad familiar, y d) el alcance de la perturbación en la vida diaria de la  
niña o del niño si cambiara su situación familiar debido a una medida de expulsión de una persona a cargo de 
la niña o del niño, de forma tal de ponderar estrictamente dichas circunstancias a la luz del interés superior de 
la niña o niño en relación con el interés público imperativo que su busca proteger.

358.	 En relación con los procedimientos o medidas que afectan derechos fundamentales, como la libertad personal, 
y que pueden desembocar en la expulsión o deportación, la Corte ha considerado que “el Estado no puede 
dictar actos administrativos o adoptar decisiones judiciales sin respetar determinadas garantías mínimas, cuyo 
contenido es sustancialmente coincidente con las establecidas en el numeral 2 del artículo 8 de la Convención”127. 

360.	 Además, a criterio de la Corte, los Estados no pueden recurrir a la privación de libertad de niñas y/o niños que 
se encuentren junto a sus progenitores, así como de aquellos que se encuentran no acompañados o separados de 
los progenitores, para cautelar los fines de un proceso migratorio, ni tampoco pueden fundamentar tal medida 
en el incumplimiento de los requisitos para ingresar o permanecer en un país, en el hecho de que la niña y/o 
niño se encuentre solo o separado de su familia, o en la finalidad de asegurar la unidad familiar, toda vez que 
pueden y deben disponer alternativas menos lesivas y, al mismo tiempo, proteger de forma prioritaria e integral 
los derechos de la niña o del niño. 

127	 Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, párr. 132. Ver también, Corte IDH. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012 Serie C No. 251, párr. 157, y Derechos y Garantías de Niñas y Niños en el Contexto de la Migración y/o en 
Necesidad de Protección Internacional. OC-21/14, párr. 112.
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3.2. 	Niños y niñas en conflictos armados

Asunto Comunidades del Jiguamiandó y del Curvaradó respecto Colombia. Resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos  de 15 de marzo de 2005128.

26. 	 Que igualmente el Tribunal resalta el hecho de que al seguirse produciendo los actos de violencia contra los 
miembros de las Comunidades, se afecta particularmente a los niños, mujeres y personas de edad avanzada 
integrantes de éstas. En el mismo sentido: Asunto de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó respecto 
Colombia. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 15 de marzo de 2005129,  
párr. 18.

	
27. 	 Que la Corte valora lo expresado por los representantes en relación con las “zonas humanitarias”, las cuales son 

sitios delimitados y ubicados en lugares que no son militarmente estratégicos; son bienes privados a los cuales 
varios miembros se asocian bajo principios de organización colectiva y de no participación en el conflicto 
armado interno, esto es, no participar en ninguna acción armada, no prestar información o apoyo logístico o 
de cualquier naturaleza a las partes involucradas en el conflicto armado interno, y que su importancia se debe 
a que en ese lugar se desarrollan mecanismos para la protección y supervivencia de sus miembros, como un 
espacio preventivo del desplazamiento y de la vinculación de niños al conflicto armado interno.

Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005.

96.59 	Los motivos y las manifestaciones de la vulnerabilidad acentuada en los desplazados han sido caracterizadas 
desde diversas perspectivas. Dicha vulnerabilidad es reforzada por su proveniencia rural y se han determinado 
graves repercusiones psicológicas en las personas afectadas. Este problema afecta con especial fuerza a las 
mujeres, quienes principalmente son cabezas de hogar y representan más de la mitad de la población desplazada. 
En general, las mujeres, los niños y los jóvenes son los grupos más afectados por el desplazamiento. La crisis 
del desplazamiento interno provoca a su vez una crisis de seguridad, dado que los grupos de desplazados 
internos se convierten en un nuevo foco o recurso de reclutamiento para las propios grupos paramilitares, 
de narcotráfico y de la guerrilla. El retorno de los desplazados a sus hogares carece, en muchos casos, de las 
condiciones necesarias de seguridad y de dignidad para ellos.  En el mismo sentido: Caso de las Masacres de 
Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006, párr. 125.106.

155. 	 La Corte considera necesario llamar la atención sobre las particulares consecuencias que la brutalidad con que 
fueron cometidos los hechos han tenido en los niños y las niñas en el presente caso, en el cual, inter alia, han 
sido víctimas de la violencia en situación de conflicto armado, han quedado parcialmente huérfanos, han sido 
desplazados y han visto violentada su integridad física y psicológica.

 
156. 	 La especial vulnerabilidad por su condición de niños y niñas se hace aún más evidente en una situación de 

conflicto armado interno, como en el presente caso, pues son los menos preparados para adaptarse o responder 
a dicha situación y, tristemente, son quienes padecen sus excesos de forma desmesurada. La Corte, citando la II 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos, ha considerado que[:] 

[d]eben reforzarse los mecanismos y programas nacionales e internacionales de defensa y 
protección de los niños, en particular las niñas, […] los niños refugiados y desplazados, [y] los 
niños en situaciones de conflicto armado […]130.

	 En ese mismo sentido: Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012, párr. 239.

175. 	 Los motivos y las manifestaciones de la vulnerabilidad acentuada en los desplazados han sido caracterizados 
desde diversas perspectivas. Dicha vulnerabilidad es reforzada por su proveniencia rural y, en general, afecta 
con especial fuerza a mujeres, quienes son cabezas de hogar y representan más de la mitad de la población 
desplazadas, niñas y niños, jóvenes y personas de la tercera edad. La crisis del desplazamiento interno provoca 
a su vez una crisis de seguridad, dado que los grupos de desplazados internos se convierten en un nuevo foco 
o recurso de reclutamiento para los propios grupos paramilitares, de narcotráfico y de la guerrilla. El retorno 

128	 Los hechos que motivan la presente solicitud de Medidas Provisionales tienen relación con la afectación del derecho a la integridad física y la vida de 
personas pertenecientes a las comunidades. Estas han sido objeto de ataques paramilitares, los cuales entre enero y octubre del 2001 dejaron 13 muertos. 
Posteriormente, las actividades paramilitares se intensificaron.

129	 Los hechos se relacionan con el ataque de grupos paramilitares de Colombia, a la Comunidad de Paz de San José de Apartadó, la cual ha sido  objeto de 
graves actos de violencia y hostigamiento por parte de los grupos paramilitares y del Ejército de Colombia. 

130	 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, párr. 82. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/eUaezM



76

NIÑOS y NIÑAS

de los desplazados a sus hogares carece, en muchos casos, de las condiciones necesarias de seguridad y de 
dignidad para ellos y, dentro de los efectos nocivos de los reasentamientos que provoca el desplazamiento 
forzado interno, además de graves repercusiones psicológicas en ellos, se han destacado (i) la pérdida de la 
tierra y de la vivienda, (ii) la marginación, (iii) la pérdida del hogar, (iv) el desempleo, (v) el deterioro de las 
condiciones de vida, (vi) el incremento de las enfermedades y de la mortalidad, (vii) la pérdida del acceso a 
la propiedad entre comuneros, (viii) la inseguridad alimentaria, y (ix) la desarticulación social, así como el 
empobrecimiento y el deterioro acelerado de las condiciones de vida […].

Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006.

246. 	 Para la determinación de la responsabilidad agravada, se debe tomar en cuenta que las presuntas víctimas 
de este caso señaladas en el párrafo anterior eran niños. Al respecto, la Corte considera necesario llamar la 
atención sobre las consecuencias que tuvo la brutalidad con que fueron cometidos los hechos del presente caso 
en los niños y las niñas de La Granja y El Aro, quienes experimentaron semejante violencia en una situación 
de conflicto armado, han quedado parcialmente huérfanos, han sido desplazados y han visto violentada su 
integridad física y psicológica. La especial vulnerabilidad por su condición de niños y niñas se hace aún más 
evidente en una situación de conflicto armado interno, como en el presente caso, pues los niños y niñas son los 
menos preparados para adaptarse o responder a dicha situación y son quienes padecen sus excesos de forma 
desmesurada. 

Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 26 de septiembre de 2006131.

112.	 El derecho internacional contempla normas especiales para la protección de la integridad física y psicológica de 
niños cuando estos se encuentran involucrados en actividades militares, ya sea en tiempos de paz como durante 
el transcurso de los conflictos armados.

113. 	 En cuanto al derecho internacional humanitario, los Protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra 
de 12 de agosto de 1949 relativos a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales  
(Protocolo I) o internos (Protocolo II) determinan la necesidad de una protección especial para los niños. 
El Protocolo I determina que las “Partes en conflicto tomarán todas las medidas posibles para que los niños 
menores de quince años no participen directamente en las hostilidades, especialmente absteniéndose de 
reclutarlos para sus fuerzas armadas. Al reclutar personas de más de quince años pero menores de dieciocho 
años, las Partes en conflicto procurarán alistar en primer lugar a los de más edad”132. El Protocolo II afirma en 
su artículo 4 referente a Garantías Fundamentales que se “proporcionarán a los niños los cuidados y la ayuda 
que necesiten y, en particular […] los niños menores de quince años no serán reclutados en las fuerzas o grupos 
armados y no se permitirá que participen en las hostilidades”133.

114. 	 Asimismo, el derecho internacional de los derechos humanos exige la imposición de restricciones al 
reclutamiento de niños en las fuerzas armadas. En este sentido, el artículo 38, párrafo tercero, de la Convención 
sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas establece que los “Estados Partes se abstendrán de reclutar 
en las fuerzas armadas a las personas que no hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas que 
hayan cumplido 15 años de edad, pero sean menores de 18, los Estados Partes procuraran dar prioridad a los 
de más edad”134.

 
116. 	 El 25 de mayo de 2000 se aprobó el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo 

a la participación de niños en los conflictos armados. Dicho Protocolo fue ratificado por Paraguay el 27 de 
septiembre de 2002 mediante la ley número 1897 de 22 de mayo de 2002. 

131	 Los hechos del presente caso se inician el 26 de enero de 1989, cuando Gerardo Vargas Areco, de 15 años de edad, fue reclutado para prestar el servicio 
militar en las fuerzas armadas paraguayas. En diciembre de 1989, cuando Gerardo Vargas Areco se encontraba arrestado como sanción por no haber 
regresado voluntariamente y a tiempo al destacamento, tuvo una hemorragia nasal. Un oficial del ejército ordenó a un suboficial que trasladara al niño 
Vargas Areco a la enfermería de la unidad militar, donde lograron detener la hemorragia. En el trayecto de regreso, el niño Vargas Areco comenzó a 
correr por lo que, el suboficial que lo escoltaba le disparó por la espalda, ocasionándole la muerte.  

132	 Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales 
(Protocolo I), Artículo 77.2. 

133	 Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter 
internacional (Protocolo II), Artículo 4.c. 

134	 Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su resolución 44/25 de 20 de noviembre 
de 1989. La Convención sobre los Derechos del Niño fue ratificada por Paraguay en 1990 mediante la ley 57/90. 
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117. 	 El artículo 2 de este Protocolo prohíbe el reclutamiento obligatorio de menores de 18 años de edad en las 
fuerzas armadas. Para los casos excepcionales de reclutamiento de niños entre 15 y 18 años de edad, el  
artículo 3 del Protocolo establece que: 

1. Los Estados Partes elevarán la edad mínima, contada en años, para el reclutamiento voluntario 
de personas en sus fuerzas armadas nacionales por encima de la fijada en el párrafo 3 del artículo 
38 de la Convención sobre los Derechos del Niño, teniendo en cuenta los principios formulados 
en dicho artículo, y reconociendo que en virtud de esa Convención los menores de 18 años tienen 
derecho a una protección especial. 
2. Cada Estado Parte depositará, al ratificar el […] Protocolo o adherirse a él, una declaración 
vinculante en la que establezca la edad mínima en que permitirá el reclutamiento voluntario en sus 
fuerzas armadas nacionales y se ofrezca una descripción de las salvaguardias que haya adoptado 
para asegurarse de que no se realiza ese reclutamiento por la fuerza o por coacción. 
3. Los Estados Partes que permitan el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas nacionales 
de menores de 18 años establecerán medidas de salvaguardia que garanticen, como mínimo, que: 

a. ese reclutamiento sea auténticamente voluntario; 
b. ese reclutamiento se realice con el consentimiento informado de los padres o de quienes 
tengan la custodia legal; 
c. esos menores estén plenamente informados de los deberes que supone ese servicio militar; y 
d. esos menores presenten pruebas fiables de su edad antes de ser aceptados en el servicio 
militar nacional.

122. 	 Lo anterior indica que en el derecho internacional existe una tendencia a evitar que se incorpore a personas 
menores de 18 años de edad en las Fuerzas Armadas, y a asegurar, en todo caso, que los menores de 18 años de 
edad no participen directamente en hostilidades. 

129. 	 No obstante las normas del derecho internacional anteriormente mencionadas, a veces se efectúa el reclutamiento 
de niños de manera forzada, por medio de coacción sobre ellos o sus familias. Se ha señalado que en ocasiones 
se recurre a la falsificación de registros de edad de los niños enlistados. Una vez que han sido reclutados, 
generalmente reciben trato similar al de los adultos, lo cual acarrea severas consecuencias físicas y psicológicas.

134. 	 A propósito de esta materia, la Corte considera que la reciente declaración emitida el 14 de marzo de 2006 
por el Presidente del Paraguay, con respecto al Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos 
del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados, declaración en la que se establece que 
sólo prestarán servicio militar quienes hayan cumplido 18 años, constituye un paso positivo para evitar que se 
repitan hechos como los que ocurrieron en el presente caso.

 
Caso De la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de noviembre de 2009.

191. 	 Finalmente la Corte nota que, en el contexto de un conflicto armado interno, las obligaciones del Estado a favor 
de los niños se definen en el artículo 4.3 del Protocolo adicional II a los Convenios de Ginebra. Dicho artículo 
establece que: “[s]e proporcionarán a los niños los cuidados y la ayuda que necesiten, y, en particular: […] b) 
se tomarán las medidas oportunas para facilitar la reunión de las familias temporalmente separadas […]”. De 
acuerdo con el Comité Internacional de la Cruz Roja esta obligación ha sido definida como que “las partes en 
conflicto deben hacer lo posible por restablecer los lazos familiares, es decir, no solo permitir las búsquedas 
que emprendan los miembros de familias dispersas, sino facilitarlas incluso”135. En ese mismo sentido: Caso 
Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2011, párr. 
107; Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 30 de noviembre de 2012, párr. 238.

Caso Contreras y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2011.

86. 	 Además, en el caso específico de niños y niñas separados de sus padres o familiares en el contexto de los 
conflictos armados, quienes se encuentran en una situación de particular vulnerabilidad, muchas veces se 
considera su apropiación, con fines diversos, como una consecuencia normal del conflicto armado o, por lo 

135	 Comentario del Protocolo adicional II a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter 
internacional. Apartado B. Reunión de Familias, párr. 4553, Disponible en http/www.icrc.org.
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menos, inherente al mismo, lo cual sucedió al menos en el caso de Gregoria Herminia. Al tratárseles como 
objetos susceptibles de apropiación se atenta contra su dignidad e integridad personal, siendo que el Estado 
debería velar por su protección y supervivencia, así como adoptar medidas en forma prioritaria tendientes a la 
reunificación familiar. Al efecto, la Corte Interamericana ha señalado que existe una obligación de aplicar “el 
estándar más alto para la calificación de acciones que atenten contra [la] integridad personal [de los niños]”136. 

Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia  
de 25 de octubre de 2012137.

165. 	 […] En este sentido, ha sido reconocido por diversos órganos internacionales que durante los conflictos 
armados las mujeres y niñas enfrentan situaciones específicas de afectación a sus derechos humanos, como 
lo son los actos de violencia sexual, la cual en muchas ocasiones es utilizada como un medio simbólico para 
humillar a la parte contraria o como un medio de castigo y represión […].

Caso Rochac Hernández y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre  
de 2014.

110.	 El derecho internacional humanitario salvaguarda de forma general a las niñas y niños como parte de la población 
civil, esto es, de las personas que no participan activamente en las hostilidades, quienes deben recibir un trato 
humano y no ser objeto de ataque. En forma complementaria, las niñas y los niños, quienes son más vulnerables 
a sufrir violaciones de sus derechos durante los conflictos armados, son beneficiarios de una protección especial 
en función de su edad, razón por la cual los Estados deberán proporcionarles los cuidados y la ayuda que 
necesiten. El artículo 38 de la Convención sobre los Derechos del Niño138 también refleja este principio. Dentro 
del catálogo de medidas de esta naturaleza que incorporan los tratados de derecho internacional humanitario 
se encuentran aquellas cuyo objetivo es preservar la unidad familiar y facilitar la búsqueda, identificación y 
reunificación familiar de las familias dispersas a causa de un conflicto armado y, en particular, de los niños no 
acompañados y separados. Aún más, en el contexto de conflictos armados no internacionales, las obligaciones 
del Estado a favor de los niños se definen en el artículo 4.3 del Protocolo adicional II a los Convenios de 
Ginebra, el cual dispone, entre otras, que: “b) se tomarán las medidas oportunas para facilitar la reunión de las 
familias temporalmente separadas […]”139.

111.	 A la luz de las consideraciones precedentes, correspondía al Estado la protección de la población civil en el 
conflicto armado y especialmente de las niñas y los niños, quienes se encuentran en una situación de mayor 
vulnerabilidad y riesgo de ver afectados sus derechos. Por el contrario, en el presente caso los agentes estatales 
actuaron totalmente al margen del ordenamiento jurídico, utilizando las estructuras e instalaciones del Estado 
para perpetrar la desaparición forzada de las niñas y los niños, a través del carácter sistemático de la represión 
a que fueron sometidos determinados sectores de la población considerados como subversivos o guerrilleros, o 
de alguna manera contrarios u opositores al gobierno. En consecuencia, la Corte considera que el Estado realizó 
injerencias sobre la vida familiar de la entonces niña Emelinda Lorena Hernández y de los entonces niños José 
Adrián Rochac Hernández, Santos Ernesto Salinas, Manuel Antonio Bonilla y Ricardo Abarca Ayala, al sustraerlos 
y retenerlos ilegalmente vulnerando su derecho a permanecer con su núcleo familiar y establecer relaciones con 
otras personas que formen parte del mismo, en violación de los artículos 11.2 y 17 de la Convención Americana, 
en relación con los artículos 19 y 1.1 de la misma.

136	 Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú, párr. 170. 
137	 Los hechos del presente caso sucedieron entre el 11 y el 13 de diciembre de 1981 cuando la Fuerza Armada de El Salvador con el apoyo de la Fuerza Aérea 

salvadoreña, realizó una serie consecutiva de ejecuciones masivas, colectivas e indiscriminadas de civiles, en el caserío El Mozote, el cantón La Joya, los 
caseríos Ranchería, Los Toriles y Jocote Amarillo, así como en el cantón Cerro Pando y en una cueva del Cerro Ortiz. Estos ataques se dieron en el marco 
de una supuesta operación de contrainsurgencia que formaba parte de una política de “tierra arrasada” planificada y ejecutada por el Estado. 

	 Tras doce años de conflicto armado, el 16 de enero de 1992 se firmó el Acuerdo de Paz que puso fin a las hostilidades entre el Gobierno de El Salvador 
y el FMLN. El 23 de enero de 1992, la Asamblea Legislativa de la República de El Salvador dictó el Decreto Legislativo Nº 147 denominado “Ley de 
Reconciliación Nacional”. El 20 de marzo de 1993, cinco días después de la presentación del Informe de la Comisión de la Verdad, la Asamblea Legislativa 
dictó la denominada “Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz”.

138	 El artículo 38 estipula que:
	 1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por que se respeten las normas del derecho internacional humanitario que les sean aplicables en 

los conflictos armados y que sean pertinentes para el niño.
	 2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar que las personas que aún no hayan cumplido los 15 años de edad no participen 

directamente en las hostilidades. 
	 3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a las personas que no hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas 

que hayan cumplido 15 años, pero que sean menores de 18, los Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más edad.
	 4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho internacional humanitario de proteger a la población civil durante los conflictos armados, 

los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar la protección y el cuidado de los niños afectados por un conflicto armado.
139	 De acuerdo con el Comité Internacional de la Cruz Roja esta obligación ha sido definida como que “[l]as partes en conflicto deben hacer lo posible por 

reestablecer los lazos familiares, es decir, no solo permitir las búsquedas que emprendan los miembros de familias dispersas, sino facilitarlas incluso”. 
Comentario del Protocolo adicional II a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter 
internacional. Apartado B. Reunión de Familias, párr. 4553.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/eUaezM



79

NIÑOS y NIÑAS

113.	 A su vez, la Corte considera que estas separaciones producidas por agentes del Estado, sin  que hasta la fecha 
se haya logrado la reunificación familiar, generaron y continúan generando afectaciones específicas en cada 
uno de los integrantes de las familias, así como en las dinámicas propias de cada una de las familias […]. Por 
ejemplo, la señora María Juliana Rochac Hernández manifestó en la audiencia que los hechos provocaron “un 
rompimiento de [su] familia”. Por su parte, el señor José Arístides Bonilla Osorio expresó que, a raíz de los 
hechos, “prácticamente se despedazó la familia”.

3.3. 	Niños y niñas privados de libertad

Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003.

122. 	 De conformidad con lo solicitado por las partes, particularmente en la cláusula segunda del acuerdo suscrito 
por ellas, este Tribunal hará algunas consideraciones relacionadas con las condiciones de detención de los niños 
y, en particular, acerca de la privación de la libertad a los niños. 

126. 	 Quien sea detenido “tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal 
y el Estado debe garantizarle el derecho a la vida y a la integridad personal”140. La Corte ha establecido que el 
Estado, como responsable de los establecimientos de detención, es el garante de estos derechos de los detenidos, 
lo cual implica, entre otras cosas, que le corresponde explicar lo que suceda a las personas que se encuentran 
bajo su custodia. Las autoridades estatales ejercen un control total sobre la persona que se encuentra sujeta a su 
custodia. La forma en que se trata a un detenido debe estar sujeta al escrutinio más estricto, tomando en cuenta 
la especial vulnerabilidad de aquél, función estatal de garantía que reviste de particular importancia cuando el 
detenido es un menor de edad. Esta circunstancia obliga al Estado a ejercer su función de garante adaptando 
todos los cuidados que reclama la debilidad, el desconocimiento y la indefensión que presentan naturalmente, 
en tales circunstancias, los menores de edad. 

Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004.

162. 	 En íntima relación con la calidad de vida, están las obligaciones del Estado en materia de integridad personal 
de niños privados de libertad. La calificación de penas o tratos como crueles, inhumanos o degradantes debe 
considerar necesariamente la calidad de niños de los afectados por ellos. 

163. 	 En consonancia con lo dicho anteriormente, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración 
de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing) disponen que: 

Los menores confinados en establecimientos penitenciarios recibirán los cuidados, la protección 
y toda la asistencia necesaria –social, educacional, profesional, sicológica, médica y física– que 
puedan requerir debido a su edad, sexo y personalidad y en interés de su desarrollo sano141. 

164. 	 En este caso en concreto la Corte debe establecer si el Estado, en cumplimiento de su posición de garante, 
adoptó las iniciativas para garantizar a todos los internos del Instituto, adultos y niños, una vida digna con el 
objeto de fortalecer su proyecto de vida, a pesar de su encierro. 

176. 	 A la luz del escrito de contestación de la demanda, en donde el Estado se allanó respecto de su responsabilidad 
en relación con “las condiciones de detención incompatibles con la dignidad personal”, y de lo anteriormente 
expuesto en este capítulo, puede concluirse que el Estado no cumplió efectivamente con su labor de garante 
en esta relación especial de sujeción Estado - adulto/niño privado de libertad, al no haber tomado las medidas 
positivas necesarias y suficientes para garantizarles condiciones de vida digna a todos los internos y tomar 
las medidas especiales que se requerían para los niños. Más aun, fue el Estado quien permitió que sus 
agentes amenazaran, afectaran, vulneraran o restringieran derechos que no podían ser objeto de ningún tipo 
de limitación o vulneración, exponiendo de manera constante a todos los internos del Instituto a un trato 
cruel, inhumano y degradante, así como a condiciones de vida indigna que afectaron su derecho a la vida, su 
desarrollo y sus proyectos de vida, configurándose de este modo una violación de los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 5.6 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, y respecto de los niños, leídos también 

140	 Cfr. Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párr. 87; Corte IDH. Caso Durand y Ugarte 
Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 78; Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52,  párr. 195.	

141	 Regla 26.2 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing), adoptadas por la Asamblea 
General en su resolución 40/33 de 28 de noviembre de 1985. 
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a la luz del artículo 19 de la misma Convención. Estas violaciones fueron cometidas en perjuicio de todos los 
internos del Instituto entre el 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio de 2001, quienes figuran en la lista presentada 
por la Comisión el 19 de noviembre de 2002 […], la cual se anexa a la presente Sentencia. 

316. 	 La Corte considera necesario que, en el plazo de seis meses, las instituciones pertinentes del Estado, en consulta 
con la sociedad civil, elaboren y definan una política de Estado de corto, mediano y largo plazo en materia de 
niños en conflicto con la ley que sea plenamente consistente con los compromisos internacionales del Paraguay. 
Dicha política de Estado debe ser presentada por altas autoridades del Estado en un acto público en el que, 
además, se reconozca la responsabilidad internacional del Paraguay en las carencias de las condiciones de 
detención imperantes en el Instituto entre el 14 de agosto de 1996 y 25 de julio de 2001. 

317. 	 Dicha política de Estado debe contemplar, entre otros aspectos, estrategias, acciones apropiadas y la asignación 
de los recursos que resulten indispensables para que los niños privados de libertad se encuentren separados 
de los adultos; para que los niños procesados estén separados de los condenados; así como para la creación de 
programas de educación, médicos y psicológicos integrales para todos los niños privados de libertad. 

Asunto de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto 
Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 de noviembre de 2005.

Considerando 6. […] Además, “[e]n todos los lugares donde haya menores detenidos, deberá llevarse un registro 
completo y fiable de la siguiente información relativa a cada uno de los menores admitidos: a) Datos relativos a la 
identidad del menor; b) Las circunstancias del internamiento, así como sus motivos y la autoridad […] que [lo] 
ordenó; c) El día y hora del ingreso, el traslado y la liberación; d) Detalles de la notificación de cada ingreso, traslado 
o liberación del menor a los padres o tutores a cuyo cargo estuviese en el momento de ser internado”142. Es por ello 
que este Tribunal considera que el Estado deberá presentar, en su primer informe sobre las medidas provisionales 
adoptadas […], la lista de todos los adolescentes internos en el “Complexo do Tatuapé”, quienes son beneficiarios de 
las presentes medidas provisionales. Para esto, es indispensable que el Estado presente […] una lista actualizada de 
todos los jóvenes que residan en dicho centro, de los que sean puestos en libertad y de los que ingresen al mismo, e 
indique el número, nombre y edad de los niños y adolescentes procesados y de aquellos cuya situación legal ya ha 
sido resuelta por el Poder Judicial, y que, además, informe si estos últimos se encuentran ubicados físicamente en 
diferentes sectores. 

9. 	 Que la protección de la vida del niño “requiere que el Estado se preocupe particularmente de las circunstancias 
de la vida que llevará mientras se mantenga privado de libertad, puesto que ese derecho no se ha extinguido ni 
restringido por su detención o prisión”143.

12. 	 Que el Estado debe adoptar de forma inmediata las medidas necesarias para evitar en forma eficiente y definitiva 
la violencia en el “Complexo do Tatuapé”, de tal suerte que no muera ni se afecte la integridad personal de ningún 
interno. Entre ellas, debe adoptar medidas tendientes a prevenir que en el futuro se desarrollen situaciones de 
amotinamiento u otras que alteren el orden en dicho centro. Al debelar alteraciones al orden público, como las 
acontecidas en el presente caso, el Estado debe hacerlo con apego y en aplicación de la normativa interna en 
procura de la satisfacción del orden público, siempre que esta normativa y las acciones tomadas en aplicación de 
ella se ajusten, a su vez, a las normas de protección de los derechos humanos aplicables a la materia. En efecto, 
como lo ha señalado en ocasiones anteriores, esta Corte reconoce “la existencia de la facultad, e incluso, la 
obligación del Estado de ‘garantizar [la] seguridad y mantener el orden público’. Sin embargo, el poder estatal en 
esta materia no es ilimitado; es preciso que el Estado actúe ‘‘dentro de los límites y conforme a los procedimientos 
que permiten preservar tanto la seguridad pública como los derechos fundamentales de la persona humana”144. 
En este sentido, el Tribunal estima que sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción en 
casos excepcionales, cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control.

13. 	 Que están estrictamente prohibidas todas las medidas disciplinarias que constituyan un trato cruel, inhumano 
o degradante, incluidos los castigos corporales, la reclusión en aislamiento, así como cualquier otra sanción que 
pueda poner en peligro la salud física o mental del menor. 

142	 Cfr. Naciones Unidas. Reglas para la protección de los menores privados de libertad adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 
de diciembre de 1990, regla 21.

143	 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 160. En igual sentido, Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión 
Consultiva OC-17/02. 

144	 Cfr. Corte IDH. Caso de la Cárcel de Urso Branco respecto Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 07 de julio de 2004, 
considerando duodécimo; Caso de la Cárcel de Urso Branco respecto Brasil, considerando décimo; Caso Bulacio Vs. Argentina, párr. 124. 
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16. 	 Que para proteger la vida e integridad personal de los niños residentes en el “Complexo do Tatuapé”, debe 
existir, como mínimo, una separación por categorías de edad, naturaleza de la infracción cometida y entre 
jóvenes procesados y aquellos cuya situación ya ha sido resuelta, de manera que los internos pertenecientes 
a categorías diversas deberán ser alojados en diferentes sectores dentro del establecimiento. En consonancia 
con lo dicho anteriormente, “[e]l criterio principal para separar a los diversos grupos de menores privados de 
libertad deberá ser la prestación del tipo de asistencia que mejor se adapte a las necesidades concretas de los 
interesados y la protección de su bienestar e integridad físicos, mentales y morales”145. 

18. 	 Que la problemática de los centros de internación requiere de acciones a mediano y largo plazo, a efectos de 
adecuar sus condiciones a los estándares internacionales sobre la materia. No obstante, los Estados están en la 
obligación de desplegar acciones inmediatas que garanticen la integridad física, psíquica y moral de los internos, 
así como su derecho a la vida y el derecho a gozar las condiciones mínimas de una vida digna, especialmente 
cuando se trata de niños y niñas, quienes requieren una atención especial por parte del Estado.

Asunto de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto 
Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 4 de julio de 2006.

Considerando 10. Que la protección de la vida del niño “requiere que el Estado se preocupe particularmente de 
las circunstancias de la vida que llevará mientras se mantenga privado de libertad, puesto que ese derecho no se ha 
extinguido ni restringido por su detención o prisión”146. En ese mismo sentido: Asunto de los Niños y Adolescentes 
Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto Brasil. Resolución de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos de 3 de julio de 2007, párr. 8; Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto 
Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 25 de febrero de 2011, considerando 15.

Considerando 12. Que la problemática de los centros de internación requiere de acciones a mediano y largo plazo, 
a efectos de adecuar sus condiciones a los estándares internacionales sobre la materia. No obstante, los Estados están 
en la obligación de desplegar acciones inmediatas que garanticen la integridad física, psíquica y moral de los internos, 
así como su derecho a la vida y el derecho a gozar las condiciones mínimas de una vida digna, especialmente cuando 
se trata de niños y niñas, quienes requieren una atención especial por parte del Estado. En el mismo sentido: Asunto 
de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto Brasil. 
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 3 de julio de 2007, párr. 10.

Considerando 13. Que la Corte considera que es preciso que el Estado implemente y adopte, en forma inmediata y 
efectiva, todas las medidas necesarias para asegurar el pleno ejercicio de los derechos a la vida y la integridad personal 
de los adolescentes internos en el “Complexo do Tatuapé”, para que hechos como los descritos no se repitan. No basta 
con la adopción, por parte del Estado, de determinadas medidas de protección, sino que se requiere que éstas y su 
implementación sean eficaces. 

Asunto de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto 
Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 25 de noviembre de 2008.

12. 	 Que el Estado tiene, respecto de todas las personas bajo su jurisdicción, las obligaciones generales de respetar y 
garantizar el pleno goce y ejercicio de sus derechos, que se imponen no sólo en relación con el poder del Estado 
sino también frente a actuaciones de terceros particulares. De estas obligaciones generales derivan deberes 
especiales, determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya 
sea por su condición personal –en el presente asunto por tratarse de niños y adolescentes– o por la situación 
específica en que se encuentre, como es el caso de la detención. La Corte ha señalado la especial posición 
de garante que adquiere el Estado frente a las personas detenidas, a raíz de la particular relación de sujeción 
existente entre el interno y el Estado. En dicha situación el deber estatal general de respetar y garantizar los 
derechos adquiere un matiz particular que obliga al Estado a brindar a los internos, “con el objetivo de proteger 
y garantizar [su] derecho a la vida y a la integridad personal, […] las condiciones mínimas compatibles con 
su dignidad mientras permanecen en los centros de detención”147. El Tribunal también ha manifestado que 
“cuando el Estado se encuentra en presencia de niños privados de libertad […], debe asumir su posición 

145	 Cfr. Naciones Unidas. Reglas para la protección de los menores privados de libertad, adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 
de diciembre de 1990 regla 28.

146	 Cfr. Corte IDH. Caso de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el “Complexo do Tatuapé” de FEBEM respecto Brasil. Resolución de la Corte de 
30 de noviembre de 2005, considerando noveno; Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 160. En igual sentido, Condición Jurídica 
y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02.

147	 Cfr. Caso Instituto de Reeducación del Menor Vs. Paraguay., párr. 159; Corte IDH. Asunto de la Cárcel de Urso Branco respecto Brasil, Considerando 
décimo noveno; Corte IDH. Asunto del Internado Judicial Capital El Rodeo I y El Rodeo II respecto Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 08 de febrero de 2008, Considerando décimo primero. 
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	 especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales orientadas en el 
principio del interés superior del niño”148. 

14. 	 Que este Tribunal observa que la mejora y corrección de la situación de todas las unidades que componen la 
Fundação CASA es un proceso que requerirá por parte del Estado la adopción de medidas a corto, mediano 
y largo plazo para enfrentar los problemas estructurales que afectan a todos los niños y adolescentes que allí 
cumplen medidas socio-educativas. El deber de adoptar tales medidas deriva de las obligaciones generales 
de respeto y garantía de los derechos, adquiridas por el Estado al ratificar la Convención Americana. La 
compatibilidad de las medidas adoptadas con los estándares de protección fijados por el sistema interamericano 
debe ser evaluada en el momento apropiado, es decir, en la etapa de fondo del caso 12.328, actualmente en 
conocimiento de la Comisión Interamericana.

Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 25 de febrero de 2011.

Considerando 11. Al respecto, la Corte toma nota de las acciones emprendidas por el Estado para reformar y construir 
nuevos establecimientos apropiados para la atención a niños y adolescentes en situación de conflicto con la ley y de 
iniciar averiguaciones respecto de los incidentes denunciados. Sin embargo, la Comisión advirtió que dichos esfuerzos 
no han sido suficientes pues los problemas se han agravado y las denuncias de agresiones han continuado […]. 

Considerando 14. Adicionalmente, es oportuno recordar que el artículo 1.1 de la Convención establece las obligaciones 
generales que tienen los Estados Parte de respetar los derechos y libertades en ella reconocidos y de garantizar su 
libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, las cuales se imponen no sólo en relación con 
el poder del Estado sino también en relación con actuaciones de terceros particulares. Esta Corte ha considerado 
que el Estado se encuentra en una posición especial de garante con respecto a las personas privadas de libertad en 
razón de que las autoridades penitenciarias ejercen un control total sobre éstas. Asimismo, la Corte ha señalado 
que independientemente de la existencia de medidas provisionales específicas, el Estado se encuentra especialmente 
obligado a garantizar los derechos de las personas en circunstancias de privación de libertad. Esta obligación 
presenta modalidades especiales en el caso de los menores de edad, en donde la condición de garante del Estado con  
respecto a estos derechos, le obliga a prevenir situaciones que pudieran conducir, por acción u omisión, a la afectación 
de aquéllos. 

Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto de Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 01 de septiembre de 2011.

10. 	 La Corte Interamericana valora las distintas iniciativas llevadas adelante por el Estado con el fin de implementar 
las medidas provisionales dispuestas oportunamente y mejorar la situación en la Unidad de Internación 
Socioeducativa. En particular, este Tribunal destaca la adopción de un acuerdo interinstitucional que establece 
acciones a desarrollar, instituciones responsables y plazos, el cual se encontraría en pleno desarrollo, así como la 
elaboración de un protocolo de procedimientos para la atención socioeducativa de los niños. Adicionalmente, el 
Tribunal resalta la implementación de acciones de capacitación dirigidas a diversos funcionarios, la disminución 
sustancial de la población de la UNIS así como la mejora de las instalaciones físicas. Finalmente, la Corte toma 
nota de la invitación realizada por Brasil […] para una visita a este centro de internación. 

19. 	 A criterio de este Tribunal los alegados hechos de violencia evidencian la persistencia de la situación de extrema 
gravedad y urgencia y que si bien han habido mejoras en la situación general de la UNIS y que Brasil se encuentra 
implementando diversas medidas para superar la situación de riesgo de los beneficiarios, las recientes denuncias 
de tortura y demás agresiones, atribuidas a agentes estatales u otros internos del mismo centro, representan una 
situación de riesgo inminente para la vida y la integridad personal de los niños privados de libertad y demás 
beneficiarios en la Unidad de Internación Socioeducativa. La Corte reitera que el Estado debe brindar a los 
beneficiarios la debida protección a su integridad personal, de conformidad con lo ordenado mediante las 
presentes medidas provisionales, teniendo en su caso especial atención en razón de su condición de niños.

20. 	 La Corte recuerda que las acciones de los agentes de seguridad estatales, especialmente aquellas dirigidas al 
mantenimiento de la disciplina o a la realización de traslados, deben ser practicadas con estricto respeto a los 
derechos humanos de las personas privadas de libertad y con el debido cuidado para impedir actos de fuerza 
innecesarios. En particular, este Tribunal recuerda que los niños y adolescentes beneficiarios de las presentes 
medidas son aquellos que desde la fecha de adopción de las presentes medidas provisionales, se encuentran 

148	 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala., párr. 146 y 191; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú, párr. 
124, 163 y 164; Corte IDH. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 160. 
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privados de libertad, y que dichas medidas se adoptaron por la situación particular informada en la Unidad 
de Internación Socioeducativa, sin perjuicio que algunos de esos beneficiarios hayan cambiado el lugar de 
privación de libertad. Respecto de las personas que han sido trasladadas a otros centros de internación, el 
Estado mantiene sus obligaciones generales establecidas en el artículo 1.1 de la Convención Americana de 
respetar y garantizar su derecho a la vida y a la integridad personal […].

Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto de Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 26 de abril de 2012.

21. 	 Si bien el Estado se encuentra implementando diversas medidas para superar la situación de riesgo de los 
beneficiarios, los recientes hechos acontecidos en la UNIS, atribuidos presuntamente a agentes estatales u 
otros internos del mismo centro, así como los graves actos de automutilación e intentos de suicidio, continúan 
representando una situación de extrema gravedad, urgencia y de riesgo inminente, los cuales pueden afectar 
directamente la vida y la integridad personal de los beneficiarios de las medidas provisionales. Ante las 
circunstancias del presente asunto, el cual involucra a niños y adolescentes privados de libertad, el Tribunal 
considera que el Estado debe erradicar concretamente los riesgos de atentados contra la vida e integridad 
personal de los internos, tanto en sus relaciones entre sí como por parte de los agentes estatales y garantizar que 
el régimen disciplinario respete sus derechos humanos. 

22. 	 Al respecto, el Tribunal ha señalado que en los casos de niños y adolescentes internados, el Estado “por una 
parte, debe asumir su posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas 
especiales orientadas en el principio del interés superior del niño y adolescente. Asimismo, la protección de la 
vida del niño y adolescente requiere que el Estado se preocupe particularmente de las circunstancias de la vida 
que llevará mientras se mantenga privado de libertad”149. Por otra parte, la Corte ha desarrollado ampliamente 
las obligaciones del Estado de protección contra los malos tratos a las personas detenidas. En específico, el 
Tribunal se ha referido a la prohibición de utilizar malos tratos como métodos para imponer disciplina a 
menores internos. No obstante, la Corte toma nota que si bien el Comité de los Derechos del Niño de Naciones 
Unidas no rechaza el concepto positivo de disciplina, en circunstancias excepcionales el uso de la fuerza con 
el fin de protección debe regirse bajo el principio del uso mínimo necesario de la misma por el menor tiempo 
posible y con el debido cuidado para impedir actos de fuerza innecesarios. Por tanto, la eliminación de castigos 
violentos y humillantes de los niños es una obligación inmediata e incondicional de los Estados Partes. En 
razón de lo anterior, están estrictamente prohibidas todas las medidas disciplinarias que constituyan un trato 
cruel, inhumano o degradante, incluidos los castigos corporales, la reclusión en aislamiento, así como cualquier 
otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del menor. 

24.	 Por todo lo anterior, la Corte considera necesario mantener las presentes medidas provisionales, a fin de 
proteger la integridad psico-física de los niños y adolescentes privados de libertad en la Unidad de Internación 
Socioeducativa y de las otras personas que se encuentren en dicho establecimiento. Por tanto, el Estado debe 
continuar realizando las gestiones pertinentes para que las medidas provisionales en el presente asunto se 
planifiquen e implementen con la participación de los representantes de los beneficiarios, de manera tal que 
las referidas medidas se brinden en forma diligente y efectiva. La Corte destaca que resulta imprescindible 
garantizar el acceso de los representantes a la UNIS y la participación positiva del Estado y de aquellos en la 
implementación de las presentes medidas provisionales.

Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto de Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 20 de noviembre de 2012.

20. 	 Asimismo, la Corte reitera que “en los casos de niños y adolescentes internados, el Estado ‘por una parte, debe 
asumir su posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas especiales 
orientadas en el principio del interés superior del niño y adolescente. Asimismo, la protección de la vida del 
niño y adolescente requiere que el Estado se preocupe particularmente de las circunstancias de la vida que 
llevará mientras se mantenga privado de libertad’. Por otra parte, la Corte ha desarrollado ampliamente las 
obligaciones del Estado de protección contra los malos tratos a las personas detenidas. En específico, el Tribunal 
se ha referido a la prohibición de utilizar malos tratos como métodos para imponer disciplina a menores 
internos. No obstante, la Corte toma nota que si bien el Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas 
no rechaza el concepto positivo de disciplina, en circunstancias excepcionales el uso de la fuerza con el fin de 
protección debe regirse bajo el principio del uso mínimo necesario de la misma por el menor tiempo posible y 
con el debido cuidado para impedir actos de fuerza innecesarios. Por tanto, la eliminación de castigos violentos 

149	 Cfr. Corte IDH. Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa, Considerando decimoquinto. [Ver también, Condición Jurídica y Derechos Humanos 
del Niño. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 56 y 60.]
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y humillantes de los niños es una obligación inmediata e incondicional de los Estados Partes. En razón de 
lo anterior, están estrictamente prohibidas todas las medidas disciplinarias que constituyan un trato cruel, 
inhumano o degradante, incluido los castigos corporales, la reclusión en aislamiento, así como cualquier otra 
sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del menor”150.

Caso del Penal Miguel Castro Castrosubrayad Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2006151.

341. 	 La Corte considera que este tipo de medidas de incomunicación causó una particular afectación en los niños 
por la privación del contacto y relación con sus madres internas, y por ello presume dicho sufrimiento respecto 
de los hijos de las internas que tenían menos de 18 años de edad en la época de la incomunicación […]. 
Se ha probado que se encontraba en tal condición Yovanka Ruth Quispe, hija de la interna Sabina Virgen 
Quispe Rojas, y Gabriel Said Challco Hurtado, hijo de la interna Eva Challco […]. Debido a que la Corte no 
cuenta con la prueba necesaria para determinar la identidad de todos los hijos de las internas que en esa época 
eran menores de 18 años, es preciso que dichas personas se presenten ante las autoridades competentes del 
Estado, dentro de los 8 meses siguientes a la notificación de esta Sentencia y demuestren su filiación y edad que 
determine que estuvieron en el referido supuesto y, por tanto, son víctimas de dicha violación.

150	 Cfr. Corte IDH. Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto de Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 
26 de abril de 2012 Considerando vigésimo segundo.

151	 Los hechos del presente caso se desarrollan en marco del conflicto armado en el Perú. Entre el 6 y 9 de mayo de 1992 el Estado peruano ejecutó un 
operativo denominado “Mudanza 1”, cuya presunta finalidad era el traslado de aproximadamente 90 mujeres recluidas en el centro penal “Miguel Castro”, 
a centros penitenciarios femeninos. 

	 La Policía Nacional derribó parte de la pared externa del patio del pabellón 1A utilizando explosivos. Simultáneamente los efectivos policiales tomaron el 
control de los techos del penal abriendo boquetes en los mismos, desde los cuales realizaron disparos con armas de fuego. Asimismo, los agentes estatales, 
policía y ejército utilizaron armas de guerra, explosivos, bombas lacrimógenas, vomitivas y paralizantes en contra de los internos. Finalmente, el ataque 
se produjo con cohetes disparados desde helicópteros, fuego de mortero y granadas.  

	 La operación generó la muerte de decenas de internos, así como de muchos heridos. Los internos sobrevivientes fueron objeto de golpes y agresiones. 
Muchos de los heridos fueron mantenidos sin atención médica por varios días y los heridos que fueron trasladados al hospital no recibieron los 
medicamentos ni la atención médica que requerían. 
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